Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 14 minutos) 


La Subcomisión de Presupuesto integrada con Hacienda de la Cámara de Senadores le da la bienvenida al señor Prosecretario de 
la Presidencia, doctor Leonardo Costa, y al profesor de Derecho Administrativo, doctor Carlos Delpiazzo. La finalidad de la 
invitación es recibir los informes correspondientes acerca de los motivos por los cuales el Poder Ejecutivo remitió al Parlamento un 
proyecto de ley sobre contratos del Estado. En la sesión pasada el señor Senador Alejandro Atchugarry sugirió que se formulara 
esta invitación 


SEÑOR COSTA..- Agradezco la oportunidad que se nos brinda de poder explicar el contenido de este proyecto y su objetivo. 


El primer objetivo es el de reordenar las normas que muchas veces se han ido sancionando en diversas leyes de Presupuesto y 
Rendiciones de Cuentas, que a través de un decreto del Poder Ejecutivo lo había integrado en el TOCAF, sin perjuicio de lo cual no 
existía un cuerpo único de normas que se denominara "Normas de contratación administrativa". El primer aspecto es seguir una 
tendencia legislativa que han establecido básicamente los países del sistema europeo de Derecho con alguna ley única, es decir, 
con un marco normativo único que permita, a su vez, reordenar y saber de antemano a qué están sometidos los administrados y 
especialmente el Estado. En ese sentido, creemos que el TOCAF, si bien cumplió un papel fundamental que fue el de ayudar a los 
administrados a tener esas normas, también incluye normas que no hacen específicamente a la contratación administrativa sino 
que apuntan a otras normas de ordenamiento financiero y de contabilidad que creemos deben estar en normas separadas. 


En cuanto al objetivo de fondo, debo decir que se hizo un estudio de las normas administrativas vigentes, de los procedimientos 
administrativos vigentes, de los principios ahí incluidos y, en ese sentido, lo que se buscó fue más que el procedimiento en sí 
mismo -tal cual lo concebimos hoy como modalidad de compra, ya sea por contratación directa, licitación abreviada o licitación 
pública- tener normas que de principio establezcan el procedimiento competitivo. Esto sería a la inversa de hoy, pues cualquier 
mecanismo de compra tiene que partir de la base de que debe contar con un procedimiento competitivo. A su vez, entendemos que 
el corte de los procedimientos no debe ser visto desde el punto de vista del monto en sí mismo. También se establecen 
procedimientos que incluyen principios generales que ya fueron aprobados por el Parlamento y que son ley en el país, incluyendo 
principios básicos de transparencia y normas contenidas en la Convención Interamericana contra la Corrupción. Asimismo, se 
incorporan principios tales como la transparencia, la equidad, la eficiencia y la buena fe, y se actualizan, además, una serie de 
causas que impiden, hoy por hoy, contratar con administración. 


Por otra parte, se fija un principio básico de responsabilidad, que es la resolución por parte del jerarca en tiempo, para lo cual se 
ponen fechas y plazos para que la Administración resuelva por sí o por no ante un eventual procedimiento de contratación. 
Creemos que esa es una de las innovaciones importantes, en la medida en que nos va a permitir que el administrado sepa a qué 
atenerse y a obligar a resolver al jerarca en los plazos que se establecen. 


Asimismo, dentro de las innovaciones que contiene el proyecto, se establecen una serie de normas que pretenden limitar la 
discrecionalidad que hoy por hoy goza el ordenador competente. Por ejemplo, definir los conceptos de oferta más convenientes a 
los intereses del Estado, definir procedimientos diferentes de compra, como es la posibilidad de que el Estado fije precios máximos 
que esté dispuesto a pagar por determinados insumos, que ese sea el techo y a partir de ahí compre hacia la baja en un 
procedimiento que se ha denominado "pregón" o "puja a la baja"; lo mismo sucede en la otra alternativa que es cuando al Estado 
se le van a originar ingresos en el procedimiento de la subasta. 


Todos los límites se fijan en Unidades Indexadas de manera de evitar a la Administración el trabajo de estar actualizando en forma 
periódica. Se eliminan algunos medios de contratación que se habían incluido en diversas leyes y que habían generado de parte de 
la sociedad algunas observaciones, como el procedimiento de contratación reservada. Con todas estas cosas se pretende que los 
procedimientos sean cada vez más públicos, que tengan normas claras y, a su vez, darle absoluta publicidad. 


Dentro de las innovaciones se le da mucha importancia a todo lo que tiene que ver con los medios electrónicos, no sólo para la 
publicidad, sino también para la eventualidad de generar mesas de precio, contrataciones en línea, etcétera. 


No quiero avanzar más sobre los puntos porque creo que el mensaje en sí mismo los expresa; pero antes de que haga uso de la 
palabra el profesor Delpiazzo quiero decir que desde el punto de vista sustancial el proyecto contiene innovaciones que creemos 
que son importantes. 


Alos efectos prácticos hemos hecho un comparativo entre el TOCAF y el proyecto de ley que está a consideración, con el objetivo 
básico de mostrar la diferencia con aquellas normas que hoy están aprobadas. Sin perjuicio de ello, creo que el proyecto de ley, 
además, recoge lo que ha sido la experiencia de los últimos tiempos, como son las Unidades Centrales de Compra, que han 
permitido, a igual cantidad de productos, un importante ahorro para el Estado. Además establece la posibilidad de mejorar la 
Administración Central en el sentido de que todas las compras puedan ser públicas y la gente pueda acceder a ellas mediante la 
obligatoriedad de la publicación previa. 


Este método ha dado buenos resultados en la Administración Central, en todas aquellas compras superiores a $ 10.000. En la 
actualidad, se establece la obligatoriedad de que, quien no haya publicado, no tendrá su pago. Ya la obligatoriedad tiene, además, 
sanción específica, y la idea es estudiar si podemos establecer para toda la Administración Pública este tipo de procedimientos que 
han generado, reitero, importantes ahorros para el Estado y la posibilidad de que nuevos proveedores -chicos, en algunos casos- 
puedan competir y presentar al Estado su oferta de compra. 


No deseo terminar mi exposición sin antes aclarar que estamos a las órdenes para contestar cualquier pregunta. Muchas gracias. 


SEÑOR DELPIAZZO.- En la materia legislativa del país, nunca se ha dictado una Ley Orgánica en materia de contrataciones del 
Estado; siempre han existido disposiciones aisladas, y el conjunto más numeroso de ellas está recogido, actualmente, en el Texto 
de Contabilidad y Administración Financiera, lo cual está evidenciando que siempre se pensó o se reguló, en materia de 
contrataciones administrativas, desde el ángulo del Estado que gasta, como un procedimiento más para gastar y, por ende, 
relacionado con el control del gasto público. 


Esa no es la realidad actual en materia de contratación y, lamentablemente, la realidad, aun seguida a través de la prensa, muestra 
el fracaso de muchos procedimientos de contrataciones importantes, o la inadecuación de las normas existentes a los 
requerimientos contractuales de la Administración. 


En este sentido, la iniciativa a examen no es, en cuanto a su fondo, un proyecto de ley revolucionario, o sea, no altera las bases 
sobre las cuales tradicionalmente se ha normatizado la materia; pero sí es una normativa que implica una pretendida evolución y 
puesta a punto en la regulación de esta materia. Por ejemplo, en lo que refiere a los procedimientos de contratación, la solución 
que se consagra a partir del artículo 8% es la de una apertura o diversidad de procedimientos adecuados a la índole de objeto del 
que se va a tratar. Luego se regulan esos procedimientos, en general de un modo bastante flexible, con excepción de la licitación 
pública, que de alguna manera sigue siendo el arquetipo del procedimiento competitivo y a la cual por primera vez, en el Derecho 
positivo, se establecen plazos para la Administración. Es decir, se procura que este tipo de procedimiento competitivo no pueda 
durar indefinidamente y, en particular, que no pueda durar indefinidamente por la molicie o el burocratismo de la Administración. De 
manera tal que de la misma forma en que muchas veces se establece en los pliegos plazos muy exigentes para los oferentes, 
también la Administración va a estar obligada en términos de tiempo, dependiendo de la complejidad del objeto y del procedimiento, 
unido a medidas de previsión subsiguientes o pasos subsidiarios. Se establece qué ocurre cuando, vencidos determinados plazos, 
la Administración no ha hecho lo que tenía que hacer o no ha dado el paso que tenía que dar, en cuya hipótesis o el asunto va al 
jerarca máximo del tema de que se trate, o al órgano de control competente, y así con los demás procedimientos. 


La segunda parte del proyecto de ley contiene algunas normas especiales requeridas por determinados contratos, y la última parte 
está destinada a que se pueda implementar un verdadero texto ordenado de normas de contratación administrativa, paralelo al 
TOCAF, y que al mismo tiempo recomponga el TOCAF a lo que es estrictamente su materia, que es la contabilidad y administración 
financiera, teniendo en cuenta que todas las disposiciones relativas al capítulo de las compras del Estado va a ser extraído del 
mismo por la vía de la derogación, en tanto y en cuanto las normas aquí propuestas resulten aprobadas. 


En síntesis, esas son las grandes líneas de este proyecto de ley que procura adecuar la contratación administrativa, no sólo a la 
realidad actual del país, sino a las modernas tendencias del Derecho comparado y, en particular, a las obligaciones que el Uruguay 
ha asumido a partir de la suscripción de la Convención Interamericana contra la Corrupción. 


SEÑOR GARGANO.- Pido excusas de antemano porque recién entré en contacto con el material, por lo que no pude analizarlo en 
profundidad. No obstante, quiero formular algunas preguntas que, seguramente, tanto el señor Prosecretario de la Presidencia 
como el doctor Delpiazzo me van a poder responder, porque son las primeras que me surgen. 


A primera vista, estoy de acuerdo con el ordenamiento de algunos mecanismos. Ello me parece bien, pero la primera pregunta que 
me surge es la del artículo 1*. Allí se legisla para todas las compras, incluidas las de los Gobiernos Departamentales, Entes 
Autónomos, Servicios Descentralizados, etcétera. Pregunto: ¿esto no estaba estatuido hasta el día de hoy? Es decir, ¿no estaba 
legislado de esta forma? 


SEÑOR DELPIAZZO.- En realidad, sí. 


SEÑOR GARGANO.- Si me disculpa, son dos o tres preguntas, que prefiero hacerlas rápidamente para que las respondan en 
conjunto. 


La segunda refiere a lo siguiente. Les aclaro que estoy trabajando de memoria, como dije, porque no pude ver el material con 
anterioridad. Si no estoy equivocado y mi memoria no me falla, existía en materia de compras del Estado -no sé si esto está 
derogado o no- una legislación por la cual las empresas nacionales, frente a las extranjeras, tenían un privilegio. Existe -lo digo 
para que quede claro desde el principio- un trabajo a nivel internacional -concretamente, en la Organización Mundial del Comercio- 
en el que el tema de las compras del Estado figura como uno de los ejes centrales de las negociaciones que se están llevando 
adelante, dado que los países centrales del mundo pretenden que se realice una apertura indiscriminada para todas las empresas, 
ya sean nacionales del Estado respectivo o las extranjeras. Como es un tema de negociación y como el país está trabajando en 
ese sentido, se actúa en esa materia según el principio de la reciprocidad, es decir, si se actúa de una manera en materia de 
compras del Estado, hay que actuar de igual forma en cuanto a aranceles en materia agrícola, de subsidios, etcétera. 


Entonces, según la lectura muy superficial que he realizado, veo que aquí no hay ninguna norma que establezca el principio de que 
las empresas nacionales tendrán preferencia en el caso de que estén empatadas en la oferta con relación a las extranjeras. Dado 
que para mí esta es una normativa que puede incluir transparencia en la contratación y en la publicidad e impedir la corrupción a 
través de mecanismos que impidan que se coimee en la negociación de las compras del Estado, me parece que estos dos puntos 
sobre los que pregunto son clave para saber si el proyecto modifica o no aspectos sustanciales de la normativa vigente. 


SEÑOR COSTA.- En cuanto al primer aspecto, voy a pedir al doctor Delpiazzo que explique al señor Senador cuáles son las 
razones del primer artículo. 


Con respecto al segundo punto, debo decir que en la norma se mantiene expresamente el antiguo artículo 52 del TOCAF - 
actualmente en el artículo 23 del proyecto de ley- por el cual se mantiene el principio a la referencia a los productos nacionales, con 
dos agregados muy menores. Cabe aclarar que se agrega lo siguiente: "en todas las contrataciones de la Administración pública y 
de las personas públicas no estatales". Además, en el tercer inciso, a los productos de ALADI se agrega el Mercado Común del Sur. 
En ese artículo se mantiene incólume el principio de la preferencia y, por tanto, allí no ha habido ningún cambio. 


SEÑOR DELPIAZZO.- Con relación al alcance subjetivo del proyecto, en realidad lo que hace el artículo 1* es explicitar lo que ya 
es, es decir que no es una norma que podamos calificar de innovativa. Concretamente, el Texto Ordenado de Contabilidad y 
Administración Financiera alcanza a todas las Administraciones Públicas a texto expreso, tanto a la Administración Central como a 


las Administraciones descentralizadas, tanto por razones de servicios como a los Gobiernos Departamentales. De manera que, en 
esa materia, desde ese punto de vista, el alcance subjetivo es el mismo en el artículo 1? que en el artículo 1% del TOCAF. Lo que 
sucede es que en los artículos 1? y 2? del TOCAF quedan sólo para dicho Texto Ordenado, por lo que será necesario de alguna 
manera reiterar explicativamente la solución. Pero en esto no hay innovación. 


SEÑOR NÚÑEZ.- Quiero formular una pregunta complementaria a la intervención del señor Senador Gargano. 


Por este artículo 3”, que de alguna forma explicita cuáles son los sujetos que pueden contratar con el Estado -y que no existían en 
el TOCAF- se está permitiendo que cualquier unidad ejecutora tenga la posibilidad de contratar con empresas extranjeras; en 
términos generales está habilitando esa posibilidad. Obviamente, puede haber en la Administración Pública, en términos generales, 
un organismo que sí tenga jerarquía como para hacer este tipo de cosas, pero me parece que aquí hay una habilitación para 
cualquier organismo público. Realmente, no entiendo esa generalidad que allí se expresa. 


SEÑOR DELPIAZZO.- En realidad, esta norma del artículo 3% como todas las del Capítulo |, no es innovativa sino más bien 
ordenadora. El artículo 3% no es una disposición contributiva de competencias, sino que está diciendo quiénes pueden ser partes en 
un contrato del Estado. De un lado, se encuentra una Administración Pública que va a actuar a través de sus órganos y, del otro, 
una persona física o jurídica, nacional o extranjera, conforme a las reglas del Derecho común. Ahora bien; para saber hasta cuánto 
en términos económicos puede contratar una Administración o en las Administraciones muy complejas, cuál es el órgano 
competente, en qué objetos puede contratar y con qué tipo de empresas puede contratar, en todo eso rigen las disposiciones 
generales en materia de distribución de competencias que están, básicamente, en las leyes orgánicas de los Entes o en las 
disposiciones presupuestales con referencia a la Administración Central, etcétera. De manera que no puede verse este artículo 32 
como una disposición que amplíe o distribuya nuevas competencias, sino como un reconocimiento del ordenamiento preexistente 
distinguiendo entre las partes en cada contrato, una de las cuales necesariamente va a ser una Administración Pública que va a 
actuar a través del instrumento del órgano o los órganos competentes, dependiendo de la complejidad de cada una de las 
Administraciones Públicas que puedan ser llamadas a contratar. 


SEÑOR GARGANO.- Agradezco mucho la presencia del señor Prosecretario y de sus asesores en esta Comisión, pero la verdad 
es que no hemos empezado siquiera la lectura pormenorizada del texto. Ciertamente no será mucho lo que podamos avanzar en el 
día de hoy, porque no podemos preguntar sobre un texto que no hemos leído a fondo. Aclaro que no es falta de preocupación por el 
tema lo que nos lleva a no formular preguntas, sino la falta de conocimiento suficiente del texto presentado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Naturalmente, la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda de la Cámara de Senadores va a fijar 
su régimen de trabajo y va a comenzar a analizar el articulado del proyecto de ley, pero como bien lo sugiriera el señor Senador 
Atchugarry en la sesión pasada, era importante comenzar el análisis del proyecto de ley escuchando al Poder Ejecutivo, es decir, a 
las personas que de parte del Poder Ejecutivo tuvieron a su cargo la responsabilidad de la redacción del proyecto de ley. 
Naturalmente, en su oportunidad, si así lo entiende conveniente la Subcomisión o algunos otros miembros de la Comisión de 
Presupuesto integrada con Hacienda, convocaremos nuevamente al señor Prosecretario y al doctor Carlos Delpiazzo con la 
finalidad de analizar y ahondar en aquellos aspectos sobre los que existan dudas o merezcan algunos comentarios por parte de los 
señores miembros de la Comisión. 


Agradecemos la presencia del señor Prosecretario de la Presidencia y del doctor Carlos Delpiazzo y la información que nos han 
brindado. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 42 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


